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ANÁLISIS DE LA REALIDAD DE COSTA RICA

Contexto socioeconómico y político

Aquella vieja imagen de un atípico país relativamente próspero, tranquilo y democrático en medio de una convulsa región, combinada con la idea de un paraíso natural, guarda muy poca relación con los actuales problemas de un Estado cada vez más débil e ineficaz para atender sus responsabilidades y nuevos retos, mi dinamismo económico cuyos soportes parecen ser muy volátiles y una crisis política que se traduce en el desencanto de amplios segmentos de la población con los partidos y sus líderes.
Hay una inflación alta (a nivel de América Latina y el Caribe), aunque controlada, devaluación diaria, y por eso un muy alto costo de vida en relación al resto de Centroamérica. Desde luego, ello afecta principalmente a las capas populares, sin embargo aumenta también el empobrecimiento de los sectores medios. En fin, se amplían aceleradamente las brechas sociales y aparecen nuevas formas de exclusión.
Pese a que llegan nuevas empresas de maquila a trabajar en áreas de tecnologías de salud e informáticas, otras, dedicadas a la confección de ropa, tienden a cerrar e irse debido principalmente a la competencia con China Popular.

En las zonas donde se desarrollan monocultivos (piña, caña, melón, naranjas, banano, helechos-flores) se mantiene la tendencia a la concentración de la tierra Allí —al igual que en otras zonas y actividades— se intensifica la explotación de indocumentados nicaragüenses, así como la transnacionalización de las actividades agroindustriales dedicadas a la exportación. 
No extraña, entonces, el aumento de la violencia social de todo tipo (delincuencia, violencia dentro de las prácticas cotidianas y criminalidad en el ámbito doméstico), pero asimismo del lavado de dinero y el narcotráfico. Crece por tanto la inseguridad ciudadana, exacerbada por la prensa sensacionalista que destaca esa violencia, sobre todo la ocurrida en ámbitos populares.

Es muy claro el divorcio entre este contexto socioeconómico y la acción política, tanto de las numerosas, diversas y fragmentadas agrupaciones surgidas de cara a las elecciones generales de febrero próximo, como de múltiples instituciones que aparecen también separadas de la sociedad.
Toda esta situación se ha traducido en una deteriorada imagen del presidente Abel Pacheco y del Gobierno. La confianza gobierno llegó en abril pasado a punto más bajo en dos años- crece la percepción de que el Gobierno es ineficiente en el manejo de los recursos para la inversión pública, y de que no gobierna para las mayorías.

Ha decaído notoriamente la imagen y credibilidad de los partidos políticos —no solo tradicionales—, en especial después del encarcelamiento de dos expresidentes recientes (Rafael Ángel Calderón y Miguel Ángel Rodríguez), acusados de recibir sobornos debido a su interferencia en negocios entre entidades estatales y empresas internacionales. No obstante, fracasados los intentos de alianza electoral y programática, no se visualiza una opción de cambio democrática y progresista frente al neoliberalismo preconizado por el gran capital aglutinado en tomo a Óscar Arias, que controla a su antojo al otrora socialdemócrata Partido Liberación Nacional.

Respecto a la aprobación del TLC con los EE. UU., se sigue a la espera de que del Presidente envíe el documento a la Asamblea Legislativa para su ratificación. Al parecer, hay entre los diputados una posibilidad cierta de ser aprobado, aunque el efecto del muy reciente y crítico informe de la llamada Comisión de Notables bien podría darle largas al asunto y, en definitiva, dejar la aprobación para después de las elecciones de febrero de 2006.

Frente a todo este panorama no se palpa una real recomposición de los movimientos sociales ni de las opciones de cambio. El activismo desplegado por algunas organizaciones sociales —especialmente sindicales— en su lucha contra la aprobación del TLC, no logra aún arrastrar y aglutinar de manera significativa a otros sectores. De igual modo, a pesar de algunas tentativas de renovación y nuevas alianzas con sectores tradicionalmente separados del sindicalismo, los movimientos sociales no se han fortalecido y sus luchas suscitan poco apoyo en el grueso de la población.

Y es que hay una fuerte resistencia popular a la afiliación dentro de organizaciones sociales. Hay mucha desconfianza sobre los estilos de liderazgo, antidemocrático y no participativo, las luchas entre caudillos o cúpulas, y sobre la transparencia y rendición de cuentas de parte de estas organizaciones.

Aún así, en virtud del gran descontento social y desencanto con los políticos tradicionales, existen condiciones para impulsar procesos diálogo social y político en tomo a los desafíos del desarrollo del país y el cambio social desde una perspectiva democrática, pluralista y comprometida con la justicia social.
Contexto eclesial
En la primera mitad de los años cuarenta del siglo pasado se dio la plena reconciliación de la Iglesia Católica y el Estado costarricense, pero también la promulgación de una Legislación social inspirada parcialmente en la Enseñanza Social Católica La institución católica se integró y acopló de forma muy ‘natural’ al reformismo y desarrollismo estatales en condición de subordinada Esta cómoda instalación fortaleció sus relaciones y mutua colaboración con el Estado Benefactor, impidiéndole reaccionar ante el desarrollismo y menos aún ante la corriente renovadora que durante la década de los sesenta marcaron el catolicismo de la

No extraña pues que durante los años setenta la pastoral en su conjunto tendiera más bien a una opción preferencial por las capas medias. Así, la vieja pastoral sacramentalista se mantuvo como la más generalizada. Además, aparejada con un enorme desinterés y recelo por las comunidades eclesiales de base, se manifestó una acentuada preferencia por aquellos movimientos apostólicos con una espiritualidad y finalidades en sintonía con las necesidades religiosas de esas capas.
En el decenio de los ochenta, la Conferencia Episcopal (Cecor) mostró preocupación sobre todo por el crecimiento de la “Iglesia electrónica” y grupos evangélicos fundamentalistas y pentecostales. Con el fin de contrarrestarlos, los obispos optaron por ofrecer un “producto” similar dentro del ámbito católico: el movimiento carismático.
Al mismo tiempo, una renovación pastoral se empezó a desplegar en el todavía vicariato de Limón —zona atlántica—, inspirada en los planteamientos y las pautas de la conferencia de Puebla. Desde los años noventa, de forma paulatina y con diversos grados de profundidad, comprensión y compromiso de los agentes de pastoral, otras diócesis de la periferia como San Isidro de El General, Tilarán y Ciudad Quesada, y hasta la más cercana Alajuela, han experimentado también una cierta renovación pastoral. La importante arquidiócesis de San José, sin embargo, ha permanecido prácticamente al margen de tal renovación.
La credibilidad en la Iglesia Católica disminuyó de un 74% en el 2000 a un 54% en octubre del 2002. Tan estrepitosa caída pareció obedecer principalmente a los publicitados escándalos de índole sexual —y financiera— en que se vieron envueltos varios sacerdotes. Estudiosos del fenómeno religioso la atribuyeron además a factores como el centralismo en la toma de decisiones, la pasividad y escasa visión de futuro de la mayoría de los jerarcas y sacerdotes. En particular, consideraron que la larga permanencia del arzobispo Román Arrieta en la presidencia de la Cecor —alrededor de treinta años— restó dinamismo a la evangelización y confirió a la conferencia un carácter demasiado homogéneo y conciliador, lo que a menudo la llevó a rehuir temas críticos.
La nueva coyuntura precipitó la designación de Hugo Barrantes como arzobispo, para quien “debemos superar el modelo de una pastoral conservadora para pasar a una pastoral misionera”. Igualmente, demandó de los sacerdotes arquidiocesanos un mayor compromiso con los empobrecidos, eso sí dentro de un clima de negociación, diálogo y conciliación.

La pregunta que muchos todavía se hacen es si para lograr la renovación pastoral que la Iglesia de la arquidiócesis requiere, ¿bastará con “echar la Iglesia a la calle” y suscitar un mayor protagonismo de los laicos? Al parecer se necesita algo más que una simple novedad formal y cosmética y salir a “disputarse” las multitudes. Vale decir, nutriéndose de las nunca asumidas propuestas de renovación eclesial del Vaticano II, Medellín y Puebla, hay que interpretar las señales de los tiempos, saber leer la transformación cultural planteada por la llamada sociedad del conocimiento y cómo ello impacta al catolicismo para entonces responder a las urgencias de la gente de hoy.

Es importante señalar que se nota una fructífera relación entre sectores populares organizados y grupos eclesiales preocupados o sensibilizados en su opción por los más pobres y excluidos, en particular vinculados a la Pastoral Social. Esto se da en temas como las jornadas por la paz y en contra de la guerra y el TLC. En este sentido, a mediados de agosto el arzobispo Barrantes llamó a la Iglesia Católica a sumarse al diálogo que un grupo de organizaciones sociales han propuesto iniciar en el documento “Apuntes para una Costa Rica inclusiva y solidaria”, para sentar las bases de un nuevo modelo de desarrollo, inclusivo y solidario.
